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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 863/2021-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

PRESIDENTE MUNICIPAL DE CIUDAD VALLES, SAN LUIS POTOSÍ Y OTRAS.
MAGISTRADO:

LICENCIADO JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR

San Luis Potosí, S.L.P., seis de marzo de dos mil veintitrés.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 863/2021-3, promovido por **********contra actos del Ayuntamiento de Ciudad Valles, San Luis Potosí; del  Presidente Municipal de Ciudad Valles, San Luis Potosí; del Tesorero Municipal de Ciudad Valles, San Luis Potosí, y; del Director  de Recursos Humanos del Municipio de Ciudad Valles, San Luis Potosí;  y,
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito recibido en este Tribunal con fecha veintitrés de noviembre de dos mil veintiuno, comparecieron  **********, demandando a las siguientes autoridades: a) H. Ayuntamiento de Ciudad Valles, San Luis Potosí; b) Presidente Municipal de Ciudad Valles, San Luis Potosí; c) Tesorero Municipal de Ciudad Valles, San Luis Potosí, y; d) Director (A) de Recursos Humanos del Municipio de Ciudad Valles, San Luis Potosí; por la nulidad del siguiente acto: La negativa ficta de las autoridades por la falta de acuerdo y por tanto el silencio administrativo a las peticiones realizadas el **********
II.- Por auto de fecha primero de marzo de dos mil veintidós, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera.
III.-Por auto de fecha doce de mayo de dos mil veintidós, se tuvo a las autoridades demandadas por contestando la demanda instaurada en su contra, se ordenó correr traslado a la parte actora con copia del escrito de contestación para que manifestara lo que a su derecho correspondía así como ampliara su escrito inicial de demanda, toda vez que en el presente juicio se impugna una negativa ficta, actualizándose así la hipótesis normativa establecida en el artículo 237 fracción I, del código Procesal de la materia; apercibida a la parte actora, de tener por no ampliando su escrito inicial de demanda, si incumple con el plazo que le fue otorgado, se admitieron las pruebas de las partes.
IV.- Con fecha treinta de junio de dos mil veintidós se tiene a la parte actora por ampliando su escrito inicial de demanda, se ordena correr traslado a las demandadas con las copias simples del escrito de ampliación de demanda,  para que manifestarán lo que a su derecho convenga, ofrezcan y exhiban las pruebas que estimen convenientes y expresen los hechos con los que éstas se encuentren relacionadas; apercibidas.
V.- Mediante auto de fecha diez de noviembre de dos mil veintidós,  tiene a las autoridades demandadas por no contestando la ampliación de demanda; y por precluido  su derecho para contestar la ampliación de demanda y por no contestada la misma; por tanto, se les hace efectivo el apercibimiento decretado en el auto de fecha treinta de junio de dos mil veintidós y en consecuencia, se le tiene por contestando la ampliación de demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario, se fijó fecha y hora para la celebración de la audiencia final, a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

VI.- Con fecha treinta de noviembre de dos mil veintidós, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, con la inasistencia de las partes, en la cual el Secretario de Acuerdos dio cuenta de las actuaciones en autos; en la etapa de pruebas, se tienen por desahogadas las pruebas que fueron admitidas y ofrecidas por las partes de acuerdo a su propia naturaleza, y se hizo constar que no existen pruebas pendientes que desahogar; en etapa de alegatos; se dio cuenta de que no fueron formulados por las partes; concluida la audiencia se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7°, 9°, fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luís Potosí y 1°, 2°, 161, 174, 175, 176, y 177 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí;  y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia administrativa sobre interpretación y cumplimiento de contratos, suscitada entre un particular y autoridades municipales de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

Los actores  comparecieron por derecho propio; quien acreditaron su interés jurídico, en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo en consulta, con el acto impugnado, relativo al  escrito materia de la negativa ficta, que obra en fojas 20 de este sumario.

La personalidad y legitimidad de las autoridades demandadas, quedó  debidamente acreditada, a través de la copia del Periódico Oficial del Estado de fecha 02 de octubre de 2021, relativo a la Declaración de Validez de elección de los 58 Ayuntamientos de San Luis Potosí, y del Acta de Sesión Solemne y Pública de Instalación del Ayuntamiento de Ciudad Valles 2021 – 2024, así como la copia  certificada del nombramiento exhibido en este juicio otorgado a su favor, que obra en foja 69 del sumario, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

Las documentales anteriormente referidas, adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.

TERCERO.- La litis planteada en este juicio, se hace consistir en la legalidad o ilegalidad de los siguientes actos del escrito inicial de demanda, lo constituye: 
“La negativa ficta de las autoridades por la falta de acuerdo y por tanto el silencio administrativo a las peticiones realizadas el **********visibles en fojas 20 y 21 de este sumario.
Del escrito de ampliación de demanda, se hace consistir en la respuesta que emitió la demandada en relación al escrito de Negativa Ficta impugnado en este juicio; 

“a) La falta de reconocimiento por parte de los demandados de nuestros nombramientos que nos fueron otorgados en fecha del ********** por parte del COMISIARIO LIC (…), en su carácter de Director General de Seguridad  Pública y Tránsito Municipal de Ciudad Valles, S.L.P., mismo que (…).”
“b) La falta de cumplimiento con el pago correcto en razón de las funciones de los actores de la presente demanda y en razón de nuestros nombramientos que nos fueron otorgados en fecha  del **********, por parte del COMISIARIO LIC (…),  en su carácter de Director General de Seguridad  Pública y Tránsito Municipal de Ciudad Valles, S.L.P., mismo que (…).”

Actos que determinan la litis de la presente controversia, que fueron exhibidos por el demandante, conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado, que obran en fojas 22 a la 27 y 31 a la 55 de este sumario.

CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria analiza las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio, se traduce en la imposibilidad jurídica de que este órgano jurisdiccional estudie y decida sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia.”

En ese tenor, se advierte que las autoridades demandadas, al producir la contestación de demanda inicial que obra en fojas 39 a la 50 de este sumario, opusieron  las excepciones la falta de Acción y derecho para demandar en juicio; y Obscuridad en la demanda. Al respecto, en torno a los argumentos planteados por la autoridad demandada; debe decirse que al no constituir propiamente causales de improcedencia o sobreseimiento, resultan inatendibles en este momento, pues se trata de cuestiones inherentes al fondo de la Litis, que son materia u objeto del presente juicio y deben analizarse al estudiar los conceptos de impugnación de la parte actora.

Sirve de apoyo por analogía, la Tesis de Jurisprudencia que aunque se refiere al juicio de amparo es aplicable al presente caso, visible en la Tesis con No. Registro: 187,973, Época: Novena Época, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Materia(s): Común, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que a la letra dice: 

 “IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”

En relación a la excepción interpuesta en su escrito de contestación, respecto a “La Oscuridad de  la Demanda”, es de decirse que carece de eficacia jurídica, en virtud de que la misma no tiene carácter de excepción oponible en este procedimiento administrativo, dado que la misma no trae implícita el atacar el fondo del acto impugnado que se deduce en  la controversia, sino que constituye una facultad  del Órgano Juzgador  de análisis de la demanda al momento en que se interpone, a efecto de indicar  al  actor deficiencias en su escrito inicial, en caso de ser oscuras e irregulares, para su aclaración o complementación, lo anterior  con fundamento en lo dispuesto por el artículo  65 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí. 
Tiene aplicación la siguiente Tesis aislada de la Séptima Época,  Registro: 250276, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Materia(s): Común, Página: 62, que a la letra dice:

 “DEMANDA, OSCURIDAD EN LA. NO CONSTITUYE UN ELEMENTO DE LA ACCION QUE DEBA ESTUDIARSE DE OFICIO. Si bien es cierto que lo aleguen o no las partes, el juzgador puede analizar previamente al estudio del fondo del asunto la procedencia de la acción, por ser ésta de orden público, también lo es que no aparece que se surta la causal de improcedencia de la acción, que debiera haber analizado oficiosamente la Sala responsable, si según se advierte de autos el problema que en realidad se plantea es una cuestión de oscuridad en el escrito inicial de demanda y, en esas condiciones, tal oscuridad no constituye una violación de fondo, que de origen a una causal de improcedencia, por no ser un elemento para la procedencia de la acción, puesto que, de acuerdo a lo establecido por el artículo 1o., del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, aplicado supletoriamente al Código de Comercio, para el ejercicio de las acciones se requieren los siguientes elementos: 1. La existencia de un derecho; 2. La violación de un derecho o el desconocimiento de una obligación, o la necesidad de declarar, preservar o constituir un derecho; 3. La capacidad para ejercitar la acción por sí o por legítimo representante; y, 4. El interés en el actor para deducirla. En consecuencia, al no encontrase comprendida la falta de claridad en la demanda dentro de los elementos de procedibilidad de la acción mencionados, no puede constituir una causal de improcedencia, sino en todo caso, dicha oscuridad en la demanda constituye una violación de forma, de acuerdo a lo previsto por el artículo 255, fracción III, del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, supletorio del Código de Comercio, la que bien pudo ser subsanada por el Juez de los autos mandando al actor que aclarara el contenido de su demanda, en la parte conducente, conforme a lo previsto por el artículo 257 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, supletorio al Código de Comercio.” 
  Asimismo, se tiene que  las demandadas, opusieron las causales de improcedencia y sobreseimiento, que refiere en cuanto a que el diverso actor **********, promovió Juicio de Amparo que se sobreseyó pero que recurrió y que se encuentra en trámite bajo el número 224/2021, ante el Tribunal Colegiado en Materia del Trabajo del Noveno Circuito; causal de sobreseimiento que resulta infundada, en razón de que se obtiene  como hecho notorio de las sentencias almacenadas y capturadas en el Sistema Integral de Seguimiento de Expedientes (SISE), que el recurso de queja que alude la demandada, con fecha de veinte de enero de dos mil veintidós, el Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Noveno Circuito, declaró infundado el recurso de queja interpuesto contra el proveído que desechó la demanda.
Tiene apoyo la tesis de Jurisprudencia de Época: Décima Época,  Registro: 2017123,  Instancia: Pleno, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 55, Junio de 2018, Tomo I, Materia(s): Común, Tesis: P./J. 16/2018 (10a.), Página: 10, que dice:  

“HECHOS NOTORIOS. TIENEN ESE CARÁCTER LAS VERSIONES ELECTRÓNICAS DE LAS SENTENCIAS ALMACENADAS Y CAPTURADAS EN EL SISTEMA INTEGRAL DE SEGUIMIENTO DE EXPEDIENTES (SISE). Jurídicamente, el concepto de hecho notorio se refiere a cualquier acontecimiento de dominio público conocido por todos o casi todos los miembros de un cierto círculo social en el momento en que va a pronunciarse la decisión judicial, respecto del cual no hay duda ni discusión alguna y, por tanto, conforme al artículo 88 del Código Federal de Procedimientos Civiles, los hechos notorios pueden invocarse por el tribunal, aunque no hayan sido alegados ni probados por las partes. Por otro lado, de los artículos 175, 176, 177 y 191 a 196 del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal que establece las disposiciones en materia de actividad administrativa de los órganos jurisdiccionales, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 15 de enero de 2015, se obtiene que es obligación de los Juzgados de Distrito y de los Tribunales de Circuito, capturar la información de los expedientes de su conocimiento y utilizar el módulo de sentencias del Sistema Integral de Seguimiento de Expedientes (SISE), en el cual deben capturar las versiones electrónicas de las resoluciones emitidas por ellos, a cuya consulta tienen acceso los restantes órganos jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación, lo cual otorga a las versiones electrónicas de las resoluciones emitidas por los Juzgados de Distrito y por los Tribunales de Circuito el carácter de hecho notorio para el órgano jurisdiccional resolutor y, por tanto, pueden invocarse como tales, sin necesidad de glosar al expediente correspondiente la copia certificada de la diversa resolución que constituye un hecho notorio, pues en términos del artículo 88 mencionado, es innecesario probar ese tipo de hechos. Lo anterior, con independencia de que la resolución invocada como hecho notorio haya sido emitida por un órgano jurisdiccional diferente de aquel que resuelve, o que se trate o no de un órgano terminal, pues todos los Juzgados de Distrito y Tribunales de Circuito deben capturar en el módulo de sentencias del SISE, la versión electrónica de las resoluciones que emiten, las cuales pueden consultarse por cualquier otro órgano jurisdiccional, lo que genera certeza de lo resuelto en un expediente diferente.

“Contradicción de tesis 423/2016. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa, el Décimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, el Octavo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. 8 de marzo de 2018. Mayoría de siete votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek y Luis María Aguilar Morales; votaron en contra José Ramón Cossío Díaz, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue.

“Tesis y criterios contendientes:

“Tesis I.10o.C.2 K (10a.), de título y subtítulo: "HECHO NOTORIO. LO CONSTITUYEN LAS RESOLUCIONES DE LOS ÓRGANOS DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL QUE SE REGISTRAN EN EL SISTEMA INTEGRAL DE SEGUIMIENTO DE EXPEDIENTES (SISE).", aprobada por el Décimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 8 de mayo de 2015 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 18, Tomo III, mayo de 2015, página 2187.

“Tesis (V Región)3o.2 K (10a.), de título y subtítulo: "HECHOS NOTORIOS. PUEDEN INVOCARSE COMO TALES, LOS AUTOS O RESOLUCIONES CAPTURADOS EN EL SISTEMA INTEGRAL DE SEGUIMIENTO DE EXPEDIENTES (SISE), AL SER INFORMACIÓN FIDEDIGNA Y AUTÉNTICA.", aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 14 de agosto de 2015 a las 10:05 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 21, Tomo III, agosto de 2015, página 2181, y

“El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el recurso de reclamación 23/2016, y el diverso sustentado por el Octavo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 244/2016.

“El Tribunal Pleno, el veintiocho de mayo en curso, aprobó, con el número 16/2018 (10a.), la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a veintiocho de mayo de dos mil dieciocho.

“Nota: El Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal que establece las disposiciones en materia de actividad administrativa de los órganos jurisdiccionales citado, aparece publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 14, Tomo III, enero de 2015, página 2127.

“Esta tesis se publicó el viernes 08 de junio de 2018 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de junio de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.”

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado.

Advirtiéndose por esta Sala Unitaria, que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de los argumentos de nulidad de la parte actora.

QUINTO.- La parte actora hizo valer como conceptos de impugnación,   los  que se  advierten en su escrito inicial de demanda en fojas 6 de este sumario, y del escrito de ampliación de demanda que se encuentra visible a fojas  a la 111 argumentos que no se trascriben y por economía procesal se tienen aquí por reproducidos como si a la letra se insertaran.

Resulta aplicable por analogía la tesis de jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; de la Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830, que dice:  
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer. 
SEXTO.- Determinado lo anterior, esta Sala Unitaria señala que atendiendo a los actos que se reclaman este juicio, se debe analizar en primer término si en la especie se configura la resolución negativa ficta a la solicitudes hechas por los actores de fechas **********, dirigidas al Presidente Municipal  Interino de Ciudad Valles, S.L.P., y presentadas ante las diversas demandadas el Ayuntamiento de Ciudad Valles, San Luis Potosí; Tesorero Municipal de Ciudad Valles, San Luis Potosí, ya que es un presupuesto procesal cuyo estudio es preferente y previo a los que controvierten el fondo del asunto, conforme lo ordenado en el artículo 3 fracción XVI y 20 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En esa tesitura, se tiene que los actores en su escrito inicial de demanda impugnan la negativa ficta que fundan en la solicitud que hicieron en su escrito de fecha **********,**********petición que fueron acompañados como prueba y que obran en fojas 20 y 21 de este sumario, que constituye el acto impugnado, que hace  prueba plena de conformidad con lo dispuesto por  los  artículos 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Negativa ficta impugnada, que se encuentra regulada por los numerales 3 fracción XVI y 20  del Código Procesal Administrativo para el Estado de san Luis Potosí, que a la letra dice:

“Artículo  3º. Para los efectos de este Código se entiende por:
“…XVI. Negativa Ficta: figura jurídica por virtud de la cual, ante la omisión de la autoridad de emitir una resolución de manera expresa, dentro de los plazos previstos por este Código los ordenamientos jurídicos aplicables al caso concreto, se entiende que se resuelve en sentido negativo lo solicitado por el particular;…”
“Artículo 20. Salvo que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se establezca otro plazo, no podrá exceder de tres meses el tiempo para que la dependencia o entidad resuelva lo que corresponda, a no ser que se decrete la caducidad prevista en el primer párrafo del artículo 194 de este Código.
“Transcurrido el plazo aplicable, se entenderán las resoluciones en sentido negativo a la petición del promovente, a menos que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se prevea lo contrario. A petición del interesado se deberá expedir constancia de tal circunstancia, dentro de los dos días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud respectiva, ante quien deba resolver.
[Énfasis añadido]

Preceptos legales de los cuales, se desprende que los elementos que configuran la negativa ficta, son los siguientes:

a)
Que exista una instancia o petición formulada por escrito a la autoridad.

b)
El silencio de la autoridad.

c)
Que la falta de respuesta se prolongue por un plazo que exceda el término previsto por la ley para que la autoridad resuelva la instancia o petición.

Lo anterior, encuentra sustento en lo establecido en el siguiente criterio jurisprudencial de la  Novena Época, Registro: 173736, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencias, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIV, Diciembre de 2006, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 164/2006, Página: 204, que dice: 

“NEGATIVA FICTA. LA DEMANDA DE NULIDAD EN SU CONTRA PUEDE PRESENTARSE EN CUALQUIER TIEMPO POSTERIOR A SU CONFIGURACIÓN, MIENTRAS NO SE NOTIFIQUE AL ADMINISTRADO LA RESOLUCIÓN EXPRESA (LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE NUEVO LEÓN). Del artículo 46 de la ley mencionada se advierte que en el caso de la negativa ficta, el legislador sólo dispuso los derechos del administrado para demandar la nulidad de la denegada presunción al transcurrir cuarenta y cinco días después de presentada la petición, y de ampliar su demanda al contestar la autoridad administrativa; sin embargo, nada previno en dicho precepto ni en alguna otra disposición, respecto al plazo para impugnar la resolución negativa ficta una vez vencido el citado lapso. En tales condiciones, deben prevalecer en el caso los principios y los efectos que diversas legislaciones y la doctrina han precisado para que se materialice o configure la institución de mérito, a saber: 1) La existencia de una petición de los particulares a la Administración Pública; 2) La inactividad de la Administración; 3) El transcurso del plazo previsto en la ley de la materia; 4) La presunción de una resolución denegatoria; 5) La posibilidad de deducir el recurso o la pretensión procesal frente a la denegación presunta o negativa ficta; 6) La no exclusión del deber de resolver por parte de la Administración; y, 7) El derecho del peticionario de impugnar la resolución negativa ficta en cualquier tiempo posterior al vencimiento del plazo dispuesto en la ley para su configuración, mientras no se dicte el acto expreso, o bien esperar a que éste se dicte y se le notifique en términos de ley.”
Ahora bien, analizando las constancias que integran el expediente en que se actúa y, a fin de acreditar la existencia de los elementos que configuran la resolución negativa ficta, es de advertirse que en la presente controversia se acreditan los elementos que la integran, considerando que para su actualización se requiere que al menos exista una petición o instancia formulada a una autoridad y el silencio de ésta hasta la fecha en que controvirtió su negativa  en esta vía.
Así, la Resolución negativa ficta demandadas por la parte actora se acredita en razón de las siguientes consideraciones:

Los accionantes se encuentran demandando en la  negativa ficta recaída a los escritos de fechas ********** dirigidas al Presidente Municipal  Interino de Ciudad Valles, S.L.P., y presentadas ante las diversas demandadas el Ayuntamiento de Ciudad Valles, San Luis Potosí; Tesorero Municipal de Ciudad Valles, San Luis Potosí; mediante el cual solicitan se ordene a quien corresponda haga las gestiones necesarias para que se les  haga el incremento salarial de que corresponde de acuerdo al nombramiento que se les otorgo de Policía Primero de fecha **********; según se advierte e la siguiente transcripción que en forma medular señala: 

“… Por lo que solicito se ordene a quien corresponda haga las gestiones necesarias para que se me haga el incremento salarial de que corresponde de acuerdo al nombramiento que me otorgo

“..Por lo expuesto (…).”
“..UNICO. Tenerme por presentado con la personalidad que ostento, el cuerpo del presente escrito en tiempo y forma, debiendo de acordar a la brevedad posible en virtud de que ha pasado un tiempo razonable para que se me haga el pago salarial y/o remuneración de acuerdo al nombramiento que me otorgo el ********** a efecto de que no me sean (sic) de que no se vulneren mis derechos humanos...”

De las constancias que obran en autos, se encuentra las peticiones  que constituyen el acto impugnado formuladas por los actores, presentadas ante la autoridad demandada de fecha **********, según se advierte del acuse que consta en los escritos en comento, documentos obran en fojas 20 y 21 de este sumario y que hacen prueba plena en este juicio, conforme lo dispuesto por los artículos 78, 97 y 100 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Asimismo, la parte demandante, manifiesta en su escrito inicial de demanda que, respecto de la solicitud formulada a la autoridad demandada, no ha obtenido respuesta en el plazo de tres meses, y que por tanto se configura la negativa ficta.

De dicha petición se advierte que la autoridad demandada dio contestación a la petición de los accionantes en su escrito de contestación de demanda, en los términos en que lo hizo en el mismo, por tanto se desprende que en la fecha de su contestación de ampliación demanda en este juicio, le fue dado a conocer al promovente la respuesta a su escrito, generando que exista la negativa ficta ya que no tenía conocimiento de que su solicitud fue contestada por la autoridad demandada.

En ese tenor se tiene que la autoridad demandada al producir su contestación de demanda, afirma que existe impedimento legal para que se emita una resolución  al fondo de lo reclamado por los actores, que no tienen derecho a reclamar una Homologación salarial y demás prestaciones asignadas como **********, y retroactivo desde el  de todas las prestaciones derivadas de la misma desde el **********, negando categóricamente que los antecedentes a los actos que impugnan sean ciertos y que los actores ostenten el cargo de **********, ya en sus archivos que obran en la Dirección de Recursos Humanos y de la Dirección General de Seguridad Pública y Tránsito  Municipal del Ayuntamiento de Ciudad Valles, no existe constancia o antecedente legal alguno, que los actores del Juicio ostenten dicho puesto, y que hayan cumplido con el procedimiento  legal que establece la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí y el Reglamento del Servicio Profesional de Carrera de la Policía Municipal de Ciudad Valles, para haber obtenido legalmente el puesto de **********”, y que en virtud de lo anterior, se colige que los nombramientos de ********** de fecha **********, otorgados a los actores se encuentran afectados de nulidad, y que los mismos fueron otorgados de manera ilegal y en contravención a las disposiciones aplicables a la ley de la materia,  y que dejan la carga de la prueba a los actores, produciendo una desestimación de las pretensiones de los actores lo que se traduce necesariamente en una denegación tacita del contenido material de su petición.
En ese tenor debe sostenerse que la autoridad demandada dio contestación a la petición de los actores en su escrito de contestación de demanda en los términos en que lo hizo en el mismo, por tanto se desprende que en la fecha de su contestación de demanda en este juicio, le fue dado a conocer a los promoventes la respuesta a sus escritos, generando que exista la negativa ficta ya que no tenían conocimiento de que su solicitud fue contestada por la autoridad demandada.

De acuerdo a lo anterior, la parte actora, acredita la existencia de la solicitud que formuló ante la demandada, sin que la demandada acreditara en el presente juicio, que hubiera dado respuesta a la misma de manera expresa, dentro de los plazos previstos, es decir, por escrito, debidamente fundada y motivada, lo que en el caso específico no aconteció, ya que dio contestación en este juicio.

En esa tesitura, con fundamento en los artículos 7º fracción XIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 3º fracción XVI y 20 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se determina que, la negativa ficta que reclaman los demandantes se encuentra configurada respecto de su solicitud de fecha **********ya que reúne las hipótesis anteriormente planteadas, pues la solicitud correspondiente, fue presentada ante la demandada en la fecha citada, sin que esta hubiera dado respuesta alguna, respecto de las mismas, dentro del término de tres meses que establece el artículo 20 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, siendo que la solicitud formulada, relacionada con la actualización de la negativa ficta impugnada, ocurrió en un plano vertical de supra ordinación, entre el particular y la autoridad demandada, elemento necesario para la configuración de la misma, lo que origina el derecho procesal de los actores, para interponer los medios de defensa pertinentes en contra de esa negativa, como en el caso que nos ocupa aconteció, para comparecer ante este Tribunal a impugnar dicho acto.

Por lo al no existir contestación expresa debidamente notificada por parte de la autoridad demandada, previa a la presentación de demanda, es por ello que en ningún momento se acredita que haya emitido la resolución a la instancia planteada, dentro del término establecido por la Ley, luego entonces, debe tenerse por configurada la resolución negativa ficta a la solicitud hecha por los actores de fechas **********
SEPTIMO.- En ese contexto, esta Tercera Sala Unitaria, señala que dado que en el caso que nos ocupa, se trata un asunto cuyo origen fue analizar la existencia de la Negativa Ficta generada por parte de la autoridad demandada por la omisión de dar contestación a la petición que le fue hecha mediante el escrito de **********, y siendo que se advierte del escrito de contestación de demanda, que la autoridad demandada ha dado contestación a la negativa ficta que se le reclamó en este juicio; es procedente abocarse al estudio de legalidad e ilegalidad de la negativa que vierte en su escrito de contestación de contestación de demanda, respecto de la improcedencia de la Homologación salarial y demás prestaciones que reclaman los actores por el nombramiento de **********que le fue otorgado con fecha  **********
Sirve de apoyo el criterio contenido en la tesis aislada, con No. Registro: 183,783, Materia(s): Administrativa, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo: XVIII, Julio de 2003, Tesis: IV.2o.A.48 A, Página: 1157, que a  la letra dice: 
“NEGATIVA FICTA. LA SENTENCIA QUE DECLARE SU NULIDAD DEBE RESOLVER EL FONDO DE LA PRETENSIÓN, AUN CUANDO SE TRATE DE FACULTADES DISCRECIONALES DE LA AUTORIDAD. De los artículos 37, 210, fracción I, 215 y 237 del Código Fiscal de la Federación, se deduce que al reclamarse la nulidad de la resolución negativa ficta, la sentencia que dirima el juicio de nulidad debe determinar la legalidad de los motivos y fundamentos que la autoridad expresó en la contestación de la demanda para apoyar su negativa, en función de los conceptos de impugnación expuestos por el actor en la ampliación de la demanda y resolver sobre el fondo de la pretensión planteada ante la autoridad administrativa, sin que proceda que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa declare la nulidad de la resolución para el efecto de que la autoridad se pronuncie sobre la procedencia o no de la solicitud, por tratarse de facultades discrecionales, pues el propósito de la resolución negativa ficta es resolver la situación de incertidumbre jurídica provocada por la falta de respuesta de la autoridad, objetivo que no se alcanzaría si concluido el juicio se devolviera la solicitud, petición o instancia del particular para su resolución por las autoridades fiscales, quienes pudieron hacer uso de sus facultades al presentárseles la solicitud aludida y al contestar la demanda dentro del juicio.”

Precisado lo anterior, nos ocuparemos del estudio de fondo del único concepto de impugnación que plantea la parte actora en el escrito inicial de demanda, el que se analiza en forma vinculada con los argumentos que como agravio vierte en el escrito de ampliación de demanda, y en el apartado de prestaciones en su inciso a); los cuales se examinan en concatenación por estar relacionados entre sí, en cuanto a la negativa de la demandada a cubrir la homologación que peticiona mediante la presentación del escrito de solicitud, en concordancia a las manifestaciones expuestas por la diversa autoridad demandada y conforme a las diversas constancias y probanzas ofrecidas por las partes que obran en autos de este expediente.  

Apoya lo antes dicho la Tesis de Jurisprudencia, Registro 2011406, Décima Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Libro 29, Abril de 2016, Tomo III, Publicación: viernes 08 de abril de 2016 10:08 h, Materia(s): (Común), Tesis: (IV Región)2o. J/5 (10a.), Página 2018, que dice: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO.- El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso...”

“Concepto de Impugnación contenido en el escrito inicial de demanda”
“1.- Consiste en la omisión en contra de los recurrentes violándonos las garantías contenidas en los artículos 14, 16 y 17 de nuestra Carta Magna y 123 apartado A y B pues las mismas se apartan de los principios de legalidad y seguridad jurídicas, así como la violación al justo y debido proceso a que tenemos derecho los gobernados, por no haber emitido las resoluciones, (…).”
Escrito de ampliación de demanda.

“PRESTACIONES: 

“a).- Por la validez  que este Tribunal resuelva de los actos (…),  consistentes en el reconocimiento legal de nuestros nombramientos que nos fueron otorgados en fecha del  ********** por parte del Comisario (…), constituyéndose  tales actos administrativos en ACTOS CONSENTIDOS POR LOS DEMANDADAOS en el presente ya que como lo dicen en el punto IV (2) en su líbelo de contestación de demanda principal, los demandados como administración municipal entraron en funciones el ********** y no del presente año (…) sin que a la fecha hubieran promovido recurso  o juicio ni procedimiento para obtener la nulidad de nuestros nombramientos como se obliga y señala  en los términos del numeral 228 del Código Administrativo para el estado de san luis potosí…”

“Concepto de Impugnación”
“1.- Consiste en la omisión en contra de los recurrentes violándonos las garantías contenidas en los artículos 14, 16 y 17 de nuestra Carta Magna y 123 apartado A y B pues las mismas se apartan de los principios de legalidad y seguridad jurídicas, así como la violación al justo y debido proceso a que tenemos derecho los gobernados, por no haber emitido las resoluciones, que  emanan de mi solicitud primaria, ajustadas a derecho, en su desahogo y resolución, así como a la debida carecen de la forma jurídica establecida  como fundamentación y motivación de las resoluciones que se combaten.”
Del estudio y análisis de los argumentos citados, esta Tercera Sala Unitaria determina que, son fundados y suficientes para determinar la ilegalidad de los actos impugnados.

Para una mejor comprensión del asunto, conviene destacar que la litis planteada en este juicio, también consiste en determinar la legalidad o ilegalidad de la respuesta que emitió la demandada en relación al escrito de Negativa Ficta impugnado en este juicio; que se hace consistir  en la negativa de otorgar la Homologación salarial y demás prestaciones que reclaman los actores por el nombramiento de ********** que les fue otorgado con fecha  **********.

Actos que son impugnados por los promoventes en el escrito de ampliación de demanda, siendo los siguientes: 
“a) La falta de reconocimiento por parte de los demandados de nuestros nombramientos que nos fueron otorgados en fecha del ********** por parte del COMISIARIO LIC (…), en su carácter de Director General de Seguridad  Pública y Tránsito Municipal de Ciudad Valles, S.L.P., mismo que (…).”

b) La falta de cumplimiento con el pago correcto en razón de las funciones de los actores de la presente demanda y en razón de nuestros nombramientos que nos fueron otorgados en fecha  del **********, por parte del COMISIARIO LIC (…),  en su carácter de Director General de Seguridad  Pública y Tránsito Municipal de Ciudad Valles, S.L.P., mismo que (…).”

Actos que devienen de las solicitudes formuladas por los actores, de fechas ********** dirigidas al Presidente Municipal  Interino de Ciudad Valles, S.L.P., y presentadas ante las diversas demandadas el Ayuntamiento de Ciudad Valles, San Luis Potosí; Tesorero Municipal de Ciudad Valles, San Luis Potosí; mediante el cual solicitan se ordene a quien corresponda haga las gestiones necesarias para que se les haga el incremento salarial de que corresponde de acuerdo al nombramiento que se les otorgo de ********** de fecha **********.

En ese tenor, se tiene que es procedente abocarse sobre el fondo de la respuesta que emiten las demandadas a dichas solicitudes y que es reclamada en el escrito de ampliación de demanda en este juicio. 

En ese tenor, se advierte que los actores para acreditar la procedencia del reconocimiento del cargo de ********** y la  homologación de los pagos que reclaman y demás prestaciones, ofrecieron  en su escrito inicial de demanda los siguientes  medios probatorios: la Presunción Legal y Humana e Instrumental de Actuaciones y las documentales, mismas que fueron admitidas y desahogadas según su naturaleza, las cuales obran en fojas 10 a la 21 de este sumario en autos y que a continuación se detallan; Copias fotostáticas de las credenciales otorgadas a favor del actor **********, que lo acredita como ********** de Ciudad Valles, SL.P.; dos recibos de nómina nombre del actor **********, expedidos por  el Municipio de Ciudad Valles, S.L.P.; copia certificada por el Notario Público ********** en ejercicio de sus funciones de Ciudad Valles, S.L.P., Nombramiento como ********** a nombre del**********expedido por Comisario Dir. Gral. de Seg. Pub. y Atto Mpal, y con V/o.B/o Presidente Municipal Interino de Ciudad Valles, S.L.P.; dos recibos de nómina nombre del actor **********, expedidos por  el Municipio de Ciudad Valles, S.L.P.; copia certificada por el Notario Público ********** en ejercicio de sus funciones de Ciudad Valles, S.L.P., Nombramiento como ********** a nombre del**********expedido por Comisario Dir. Gral. de Seg. Pub. y Atto Mpal, y con V/o.B/o Presidente Municipal Interino de Ciudad Valles, S.L.P., escritos de fechas ********** signados por los actores.
Probanzas que en su conjunto hacen prueba plena en favor de los accionantes de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74, 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, en razón de que las mismas resultan suficientes para acreditar lo inserto en ellas, como lo es, el nombramiento del cargo de ********** que aluden les fue otorgado a partir del **********, por  el Director General de Seguridad Publica  Municipal del Ayuntamiento de Ciudad Valles, S.L.P.
 No siendo impedimento para ello la objeción que hace la autoridad demandada en su escrito de contestación en cuanto a su legalidad alcance y valor probatorio.
Ello es así, siendo que en cuanto a la objeción de documentos, debe señalarse por parte de esta Sala Unitaria, que conforme a lo dispuesto por los artículos 100, 119 y 122 fracción VI, del Código Procesal Administrativo para el Estado, la misma puede ser en cuanto a su autenticidad o referente a su alcance y valor probatorio; que cuando se impugne la autenticidad de un documento, ya sea por falsedad de su contenido o firma, deben señalarse los indubitables para el cotejo y promoverse la prueba pericial correspondiente, pues de lo contrario se tendrá por no impugnado el instrumento; y que, cuando se refute su alcance y valor probatorio, únicamente constituye una oposición a la pretensión del oferente que desea que esos medios de convicción sean dignos de valor al momento de emitirse la sentencia respectiva, caso en el cual, será necesario que quien la promueva precise las razones que tiene para ello y señale las pruebas que sustenten sus afirmaciones.

En la especie, resultan improcedentes sus objeciones; pues si bien es cierto que, las demandadas objetaron dichas probanzas en forma general, en cuanto a su legalidad, alcance y valor probatorio; lo es también, que no acreditaron las objeciones que hicieron, ya que para ello es necesario justificar la impugnación respectiva, no oponerla con afirmaciones generales en cuanto a su alcance y valor probatorio, sino que se debe establecer de forma clara y precisa las razones de dichas objeciones, así como las pruebas que sustenten sus afirmaciones, como se exige en los numerales 100, 119 y 122 fracción VI, del referido Código Procesal Administrativo, lo cual no ocurrió en el caso que nos ocupa. 
Tiene aplicación la tesis de jurisprudencia Segundo Tribunal Colegiado Del Sexto Circuito, con No. Registro: 222,775,  Jurisprudencia, Materia(s): Civil, Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VII, Mayo de 1991, Tesis: VI.2o. J/125, Página: 87, Genealogía: Gaceta número 41, Mayo de 1991, página 107, que a la letra dice: 

“DOCUMENTOS. OBJECION. No basta expresar que se objeta un documento sino que en todo caso es necesario precisar en qué se hace consistir la objeción y desde luego probarla, atendiendo a las reglas que prevé el artículo 263 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Puebla…”

Por su parte, las autoridades demandadas, al producir su contestación de demanda, afirman que existe impedimento legal para que se emita una resolución al fondo de lo reclamado por los actores, que no tienen derecho a reclamar una Homologación salarial y demás prestaciones asignadas como **********, y retroactivo desde el  de todas las prestaciones derivadas de la misma desde el **********, negando categóricamente que los antecedentes a los actos que impugnan sean ciertos y que los actores ostenten el cargo de **********, ya en sus archivos que obran en la Dirección de Recursos Humanos y de la Dirección General de Seguridad Pública y Tránsito  Municipal del Ayuntamiento de Ciudad Valles, no existe constancia o antecedente legal alguno, que los actores del Juicio ostenten dicho puesto, y que hayan cumplido con el procedimiento  legal que establece la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí y el Reglamento del Servicio Profesional de Carrera de la Policía Municipal de Ciudad Valles, para haber obtenido legalmente el puesto de **********”, y que en virtud de lo anterior, se colige que los nombramientos de ********** de fecha **********, otorgados a los actores se encuentran afectados de nulidad, y que los mismos fueron otorgados de manera ilegal y en contravención a las disposiciones aplicables a la ley de la materia,  y que dejan la carga de la prueba a los actores.
Ahora bien, toda vez que la demandada expuso las consideraciones y fundamentos que consideró aplicables al caso concreto, al momento de formular su contestación de demanda, es por lo que dicha negativa se constituye entonces en una negativa expresa, por lo que corresponde al actor combatirla en ampliación de la demanda, lo que permite la integración de la litis, la cual debe ser resuelta de fondo, a fin de resolver en forma definitiva la instancia formulada por el particular.

Ahora bien conforme a lo previsto en el numeral 252, del Código Procesal Administrativo, para el Estado de San Luis Potosí, al señalar que: “Cuando se condene a la restitución de un derecho subjetivo violado o a la devolución de un bien o de una cantidad, la Sala deberá previamente constatar el derecho del particular.”
Por lo tanto, de esta última porción normativa, también se desprende el imperativo legal consistente en que en el caso de sentencias en que se condene a la autoridad a la restitución de un derecho subjetivo violado o a la devolución de una cantidad, el tribunal deberá, previamente, constatar el derecho que tiene el particular, además de la ilegalidad de la resolución impugnada. 

Por lo que atento a dicho imperativo legal, el efecto de la sentencia no se concreta solo a la mera nulidad del acto impugnado, sino que requiere tutelar en toda su extensión el derecho subjetivo del actor, fijando con claridad la forma en que será restituido o reparado. 

Por consiguiente, el deber de reconocer la existencia del derecho subjetivo se inspiró en los principios de justicia pronta y completa, previstos en el artículo 17 de la Constitución General de la República.

Así, la constatación del derecho subjetivo tiende a evitar que esta Sala Unitaria ordene su restitución, sin haber verificado que cuenta con él, ya que no es jurídicamente posible que se obligue a la autoridad administrativa a reconocer una prerrogativa legal si el particular no cumple con todos los elementos para ello; de ahí que se justifique la comprobación oficiosa de ese derecho subjetivo, con el fin de que no se produzca un beneficio indebido por el actor, en el entendido que tiene eficacia plena esta obligación cuando se cuenta con los medios suficientes para valorar ese aspecto; de lo contrario, deberá declarar la nulidad del acto impugnado sin examinar dicho tema en la sentencia que dicte.

En la especie, la pretensión de los actores es que le sean reconocidos el grado de **********, obtenido en el nombramiento que les fue expedido a partir del **********, por  el Director General de Seguridad Pública  Municipal del Ayuntamiento de Ciudad Valles, S.L.P., y como consecuencia de esto el pago de las diversas prestaciones que le resultan de dicho cargo, así como el pago de la diferencia salarial debido a ello, lo que significa que desde la promoción de dicho ocurso así como la tramitación de este juicio contencioso administrativo, la impetrante pretende se le reconozca un derecho subjetivo y se le condene a la autoridad a su pago. 

Por lo tanto al ser el ascenso de grado y el pago de las remuneraciones correspondientes a ello, derechos subjetivos que el accionante pretende se le reconozca, esta Sala Unitaria debe constatar su procedencia para evitar que se ordenara su restitución, sin haber verificado que cuenta con él.

Lo anterior así se considera, ya que no es jurídicamente posible que se obligue a la autoridad administrativa a reconocer una prerrogativa legal si el particular no cumple con todos los elementos para ello; de ahí que es menester que se justifique la comprobación de ese derecho subjetivo, con el fin de que no se produzca un beneficio indebido para el actor.
En ese sentido, se advierte que los actores acreditan el cargo de **********con la documental pública que acompañan relativas al otorgamiento del nombramiento del cargo de ********** que  les fue otorgado a partir del **********, por  el Director General de Seguridad Pública  Municipal del Ayuntamiento de Ciudad Valles, S.L.P., probanzas que constan en fojas 14 y 18 de este sumario, conforme los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.
Nombramientos que no fueron desvirtuados con ningún medio probatorio ofrecido por las demandas en este juicio, lo que genera por ende su legalidad y validez en cuanto su contenido; el cual al ser valorado en su integridad se obtiene que son aptos para resolver la pretensión de los demandantes,  toda vez que con los mismos se constata el derecho subjetivo del particular, que le permite la obtención del grado policial que pretende y los pagos retroactivos, que reclama.

Por lo que los nombramientos en cuestión constituyen un elemento de prueba que constatan la existencia de tal derecho, de conformidad con lo establecido en el numeral 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ya que justifican de manera fehaciente que les fue otorgado su nombramiento de ********** con fecha **********, y como consecuencia de dicho otorgamiento, el pago del salario y prestaciones correspondientes por lo que es procedente su reconocimiento por parte de esta Sala, al constar elementos de prueba que constatan la existencia de tal derecho.

No siendo impedimento para otorgar ese valor probatorio pleno, el hecho de que la autoridad señale que en sus archivos que obran en la Dirección de Recursos Humanos y de la Dirección General de Seguridad Pública y Tránsito  Municipal del Ayuntamiento de Ciudad Valles, no existe constancia o antecedente legal alguno, que los actores del Juicio ostenten dicho puesto, y que hayan cumplido con el procedimiento  legal que establece la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí y el Reglamento del Servicio Profesional de Carrera de la Policía Municipal de Ciudad Valles, para haber obtenido legalmente el puesto de “**********”.

Lo anterior es así, siendo que en el caso que nos ocupa, si bien no obra en este el  procedimiento lo relativo al procedimiento que establece  la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, que establece los requisitos que debían cumplir los miembros de seguridad pública en los procesos de ascensos, lo es también que la autoridad demandada no ha iniciado procedimiento alguno para nulificar el nombramiento que ostentan los demandantes y que acreditan con la documental relativa a su cargo de **********. 

Por tanto, debe sostenerse que es con el nombramiento respectivo, con el cual se tiene a los actores  por cierta su nueva categoría jerárquica, lo cual ocurrió en el caso que nos ocupa.
Conforme a lo anterior,  y atento a los nombramientos que ostentan como prueba citados con antelación, resulta inexacta la negativa de la autoridad demandada en cuanto que los actores no ostentan el cargo de **********, ello ante la existencia legal del nombramiento que lo acredita  que obra en fojas 14 y 18 de este sumario, ya que se constata el derecho subjetivo del particular, al haber verificado que cuenta con él, de ahí que es jurídicamente posible que se obligue a la autoridad administrativa a reconocer una prerrogativa legal si el particular cumple con todos los elementos para ello.
De ahí que resulte ilegal la actuación de las demandadas, al negarse a reconocer el grado obtenido conforme al nombramiento de **********que tienen los promoventes, lo cual trae consigo los consecuentes pagos de las percepciones acorde al nivel jerárquico obtenido.

Ante lo fundado del concepto de impugnación a estudio, en consecuencia, resulta ilegal el acto administrativo impugnado emitido por las demandadas al contestar la demanda, conforme a las consideraciones legales vertidas con antelación, y en consecuencia procede declarar la nulidad del acto que se combate, para el efecto de que se realicen las gestiones administrativas correspondientes, y se tramite ante quien corresponda el movimiento de personal de los actores, acorde al grado inmediato de ********** que por homologación les corresponde, en la que se le reconozca el grado obtenido mediante la constancia correspondiente, y en consecuencia se generen los pagos diferenciales relativos al salario y prestaciones correspondientes al grado de **********obtenido, a partir de la data en que se refleja en el nombramiento   expedido **********, fecha en la cual se tiene el derecho al pago de las percepciones que corresponden al último nivel jerárquico obtenido.

En ese tenor, por los razonamientos citados con antelación, le asiste razón a los actores para que proceda la nulidad del acto impugnado, siendo que es ilegal, al haberse acreditado en autos de este procedimiento por su parte las acciones intentadas en este Tribunal, de acuerdo a los razonamientos precisados en  esta resolución.  

Así las cosas, en la especie se actualizaron las causales de ilegalidad previstas en el artículo 250 fracciones II, III y penúltimo párrafo,  del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la ilegalidad del acto impugnado cuando se dicta en contravención a las disposiciones legales aplicables.

Por lo que, lo es procedente decretar su ilegalidad y nulidad, para que la autoridad demandada emita otra Resolución en contestación al  escritos de fechas **********, , para el efecto de observar las garantías de legalidad, seguridad, previstos en los artículos 14, 16 y 17 de nuestra Carta Magna, analice y valore los nombramientos de ********** que les fueron otorgados a los actores con fecha **********, motivo de esta controversia prescindiendo de señalar que no acreditan su cargo de policía primero, y resuelva atendiendo a los lineamientos vertidos en esta sentencia de referencia,  que acreditan con estos  los cargos de ********** y  reconozcan las diferencias salariales entre la percepción actual y el grado inmediato que obtuvieron con el nombramiento que les fue conferido, y  en su caso realizar el pago diferencial correspondiente, a partir de la data del nombramiento de grado, es decir del ********** hasta la fecha en que se regularice el pago total correspondiente al grado de obtenido. 

En tal virtud, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, con fundamento en el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, determina que lo procedente es decretar y decreta, la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado, consistente en: La Resolución  emitida por las demandadas al producir su contestación de demanda, en relación a los escritos de fecha ********** por el cual se configuro la Negativa ficta impugnada; y por consecuencia, la NULIDAD  LISA Y LLANA de la misma,  de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Séptimo de esta sentencia. 
Resultando innecesario el estudio de los restantes argumentos contenidos en el único concepto de impugnación, en acatamiento a la Tesis de Jurisprudencia, Época: Novena Época, Registro: 172578, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXV, Mayo de 2007, Materia(s): Común, Tesis: IV.2o.C. J/9, Página: 1743, que dice:  

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. ES INNECESARIO SU ESTUDIO, CUANDO LA DECLARACIÓN DE FIRMEZA DE UNA CONSIDERACIÓN AUTÓNOMA DE LA SENTENCIA RECLAMADA ES SUFICIENTE PARA REGIR SU SENTIDO. Si el tribunal responsable, para sustentar el sentido de la resolución reclamada, expresó diversas consideraciones, las cuales resultan autónomas o independientes entre sí y suficientes cada una de ellas para regir su sentido, la ineficacia de los conceptos de violación tocantes a evidenciar la ilegalidad de alguna de tales consideraciones, hace innecesario el estudio de los restantes, pues su examen en nada variaría el sentido de la resolución reclamada, ya que basta que quede firme alguna para que dicha consideración sustente por sí sola el sentido del fallo.” 

En ese sentido, con fundamento en lo establecido por los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, a fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados o desconocidos; se ordena a la autoridad demandada, emita una nueva resolución  fundada y motivada a las solicitudes planteadas por la  parte actora, atendiendo a los lineamientos que fueron reseñados  con anterioridad en este considerando; debiendo informar a este Tribunal sobre dicho cumplimiento y, acompañar para acreditarlo copia certificada de las constancias correspondientes, inclusive de los oficios emitidos para ese efecto.
Con base en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada o bien a la autoridad que deba cumplirla, que a partir de que cause ejecutoria esta sentencia, correrán los plazos para su cumplimiento; por lo que, una vez que cause ejecutoria, esta Tercera Sala Unitaria la prevendrá por el cumplimiento de la misma, o en su caso, la requerirá por su ejecución, con los apercibimientos legales que procedan.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 248, 249, 250 fracción II, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,
R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se tiene por configurada la resolución negativa ficta a las solicitudes hechas por los  accionantes en sus escritos de ********** de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto  de la presente sentencia. 

TERCERO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de los actos impugnados y, por consecuencia, la NULIDAD LISA Y LLANA de los mismos, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Séptimo  de la presente sentencia. 
CUARTO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- 
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